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l. Introducción 
El denominado Síndrome de Inmunode-
ficiencia Adquirida SIDA se ha convertido 
en la actualidad en uno de las mayores 
flagelos que debe soportar la Humanidad. 
Lamentablemente se trata de una epide-
mia en continua expansión, sin que se haya 
descubierto hasta el presente 'remedio algu-
no que pueda contrarrestar sus efectos de-
vastadores que acaban con la vida de los 
afectados por ella, aun cuando periódica-
mente los medios masivos de comunicación 
traigan algunas noticias· alentadoras referi-
das a la posibilidad del descubrimiento de 
alguna vacuna que pueda resultar eficaz en 
la lucha contra dicha enfermedad, en tiem-
pos tal vez no tan lejanos. 
Según el informe producido por la Or-
ganización Mundial de la Salud en Ginebra, 
el 21 de mayo de 1993, catorce millones de 
personas han sido contaminadas por el vi-
rus de inmunodeficiencia humana, en ade-
lante: VIH, desde que comenzó la epidemia, 
esperándose para el año 2.000 un número 
acumulado de sujetos infectados cercano a 
los cuarenta millones de personas. 
Tales cifras resultam harto elocuentes en 
cuanto a la gravedad de este mal en crecien-
te difusión geográfica en los distintos con-
tinentes y en lo tocante a la imprescindible 
nececidad de adoptar medidas rápidas y efi-
caces para impedir su avance· con sus nefas-
tas consecuencias. 
Si bien en América, los países que cuen-
tam con el mayor número de casos de SIDA 
son los EE. UU. y Brasil, también nuestro 
país registra una apreciable cantidad de en-
fermos, desgraciadamente en aumento, no 
solamente en los denominados grupos de 
riesgo: homosexuales y drogadictos, sino 
también en otras personas. 
De allí por tanto también entre nosotros 
existe la imperiosa necesidad de tomar con-
ciencia de la magnitud del flagelo a fin de 
obrar en consecuencia, procurando adoptar 
los remedios apropriados a tales efectos. 
Al respecto resulta importante recordar 
que con fec;ha 14 de setiembre de 1990, se 
promulgó en nuestro país la llamada Ley de 
lucha contra el Síndrome de Inmunodefi-
ciencia Adquirida SIDA que lleva el n2 
23.798, cuyo artículo 12 dispone: "Declárase 
de interés nacional a la lucha contra el Síndro-
me de Inmuriode.ficiencia Adquirida, enten-
diéndose por tal a la detección e investiga-
ción de sus agentes causales, el diagnóstico 
y tratamiento de la enfermedad, su preven-
R. Fac. Direito UFRGS, Porto Alegre, 9(1): 41-47, nov. 1993 
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ción, asistencia y rehabilitación, incluyendo 
la de sus patologías derivadas, como así 
también las medidas tendientes a evitar su 
propagación, procurando asimismo en pri-
mer lugar la educación de la población". 
Por su parte, el art. 7º de la misma pres-
cribe que: "Declárase obrigatoria la detec-
ción del virus y de sus anticuerpos en la 
sangre humana destinada a transfusión, ela-
boración de plasma u otros de los derivados 
sanguíneos de origen humano para cual-
quier uso terapéutico. Declárase obrigatoria, 
además, la mencionada investigación en los 
donantes de órganos para trasplantes y otros 
usos ·humanos, debiendo ser descartadas las 
muestras de sangre, hemoderivados y órganos 
para trasplante que muestrem positividad". 
Sobre el particular se ha recordado que 
la resolución 395/88 del INOS, estableció 
que a partir del 1 º de enero de 1990, la 
obras sociales sólo reconocerán las transfu-
siones de sangre en las cuales se efectúe en 
el dador la prueba de detección de anticuer-
pos H.I.V y asimismo brindarán cobertura 
para detección en los siguientes casos: a) 
dadores en transfusiones sanguíneas; b) da-
dores en caso de trasplante de órganos; y e) 
pacientes en diálisis crónica (Gualterio Mar-
tín Marchesini, La ley sobre el SIDA 23.798, 
La Ley, 1990-E, sec. doctrina, p. 1194). 
Resulta asimismo importante a los fines 
del presente trabajo tener en cuenta lo dis-
puesto en el art. 8 de dicha ley 23.798 en 
cuanto consigna que: "Los profesionales que 
detecten el VIH o posean presunción fundada 
de que un individuo es portador, deberán 
informarle sobre el caráter infectocontagioso 
del mismo, los medios y formas de transmi-
tirlo y su derecho a recibir asistencia adecuada". 
Por su parte, el art. 16 de la misma pun-
tualiza que "el monto recaudado en concep-
to de multas que por intermedio de esta ley 
. aplique la autoridad sanitaria nacional, in-
gresará a la cuenta especial Fondo Nacional 
de' la Sal·ud, dentro de la cual se contabili-
zará por separado y deberá .utilizarse exclu-
sivamente en erogaciones que propendan al 
logro de los fines indicados en el art. 1 º·" 
Debe ponerse asimismo de relieve que la 
XI Conferencia Nacional de Abogados ha 
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dicho acerca de la responsabilidad en este 
campo que: "Responsabilidad Civil: son de 
aplicación las normas del derecho vigente. 
El contagio provocado de la enfermedad, 
especialmente por el actuar culposo de los 
profesionales de la medicina, establecimien-
tos asistenciales, y también por el hecho de 
las cosas, en cuanto a los elementos instru-
mentales de diagnóstico y tratamiento que 
puedam ocasionar la transmisión, dará lu-
gar a la reparación del daño notorio, de 
especial significación por las consecuencias 
de la enfermedad; los hemoterapeutas serán 
especialmente responsables de la falta de 
test de la sangre a trasfundir; cabe también 
responsabilidad especial a los fabricantes de 
productos farmacéuticos hemoderivados, en 
cuanto los mismos deberán ser tratados pre-
viamente para asegurar que estén libres de 
virus H.I.V. antes de ser puestos al consu-
mo. Debe tenerse presente la posibilidad de 
contagio en los deportes a los efectos de 
establecer normas preventivas en los even-
tos de este tipo". 
De acuerdo a lo expuesto precedente-
mente, de conformidad a la mencionada 
Ley 23.798 (art. 16), determinados montos 
que ingresen a la cuenta especial Fondo 
Nacional de la Salud, será menester conta-
bilizar por separados a los mismos, a fin de 
utilizarse exclusivamente en erogaciones 
que propendan al logro de los fines indica-
dos en el art. 1 º de dicha ley, transcripto 
preceden temen te. 
Si a ello unimos la necesidad de preitar 
asistencia adecuada a las personas afectadas 
de SIDA o portadoras del VIH (art. 8 y 
conexos, ley cit.), como así las referencias 
efectuadas en los párrafos precedentes en 
torno a distintos aspectos de responsabili-
dad civil en este ámbito, fácilmente se com-
prenderá el interés que puede representar 
entre nosotros conocer los aspectos funda-
mentales del Fondo ad hoc para la indem-
nización de las víctimas del contagio del 
SIDA a través de transfusiones sanguíneas 
creado en Francia por la ley número 91-
1406 del 31 de diciembre de 1991, objetivo 
esencial del presente artículo. 
II. El fondo ad hoc creado en Francia 
por la ley del 31 de diciembre de 1991 
Conforme a lo anticipado precedente-
mente, en Francia, se dictó la ley nº 91-1406 
con fecha 31 de diciembre de l. 991, a través 
de la cual se crea un Fondo ad hoc de 
indemnización para hacer frente a las era-
gaciones que demanden las personas tras-
fundidas y hemofllicas contaminadas por el 
virus del SIDA. 
Dicho Fondo es una persona ideal dotada 
de personalidad jurídica, cuyas contribucio-
nes son afrontadas por los aseguradores y 
reaseguradores de todo el país. Se discute la 
naturaleza de derecho público o de derecho 
privado de dicho organismo. 
De acuerdo a lo señalado por la distin-
guida jurista y catedrática Yvone Lambert-
Faivre en su trabajo: "L'indemnisation des 
victimes post-transfusionelles du Sida: hier, 
aujourd hui et demain ... ", publicado· en la 
Revue trimestrielle de droit civil, nº 1, ene-
ro-marzo 1993, p. 1 y ss., que tomamos 
como base para la preparación del presente 
artículo, el órgano principal de dicho Fon-
do se halla constituido por la Comisión de 
indemnización, encargada de pronunciarse 
en torno a las demandas de indemnización 
y de administrar los fondos: ella está inte-
grada por un miembro del Consejo de Es-
tado, un miembro de la inspección general 
de cuestiones sociales, un médico, miembro 
del Consejo Nacional del Sida y una perso-
na calificada por sus conocimientos en el 
campo de la salud. La Comisión se halla 
asistida por un Consejo, cuyo papel es pura-
mente consultivo y que comprende repre-
sentantes de las asociaciones de víctimas, 
trasfundidos y hemofílicos, representantes 
de los Ministerios vinculados al tema y dos 
personas calificadas designadas por el Presi-
dente del Fondo. 
La finalidad esencial del presente Fondo 
ad hoc creado por dicha ley consiste, como 
se ha. señalado, en indemnizar a las víctimas 
contagiadas por el VIH con motivo de una 
transfusión sanguínea o con motivo del su-
ministro de productos sanguíneos. 
A propósito de esto último, cabe recor-
dar que el art. 12 de la mencionada ley 
argentina nº 23.798 de lucha contra el SIDA 
dispone que: "La autoridad nacional de apli-
cación establecerá las normas de bioseguri-
dad a las que estará sujeto el uso de material 
calificado o no como descartable. El incum-
plimiento de esas normas será considerado 
falta gravísima y la responsabilidad de di-
cha falta recaerá el personal que las mani-
pule, como también sobre los propietarios 
y la dirección técnica de los establecimien-
tos". 
Volviendo al tratamiento del referido 
Fondo ad hoc de Francia, debe decirse, que 
es menester a los fines de la indemnización 
directa a favor de las víctimas, que el con-
tagio por. el VIH haya sido imputable a la 
transfusión, ya sea en forma directa o indi-
recta. Esta relación de causalidad se halla 
establecida por una presunción, conforme 
al artículo IV de la ley que impone a la 
víctima solamente la doble justificación de 
la contaminación y de la transfusión. No 
obstante, esta presunción no es irrefragable, 
pues la mencionada Comisión puede proce-
der a todas las investigaciones relativas a las 
circunstancias del contagio. En la práctica, 
dicha presunción se aplica sin problema a 
todos los hemofilicos que han recibido los 
productos sanguíneos sin la respectiva prue-
ba de calentamiento, naturalmente con an-
terioridad al año 1985, en que quedó de-
mostrada la eficacia de dicho test, según se 
consigne en la reglamentación respectiva. 
En relación a los trasfundidos por pro-
ductos sanguíneos lábiles, el Fondo procede 
a la búsqueda de los donantes. En princi-
pio, los mismos están identificados por los 
centros de trasfusión sanguínea y por los 
establecimentos hospitalarios. 
Si todos los donantes son encontrados y 
resultan ser seronegativos, la demanda será 
rechazada. Pero resulta suficiente que no se 
encontrara a uno solo de tales donantes, 
para que la presunción a favor de la víctima 
permanezca en pte. 
Añádase que entran asimismo en el cam-. 
po de aplicación de dicha ley de indemni-
zación los contagiados indirectos como conse-
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cuencia de una transfusión sanguínea, prin-
cipalmente los cónyuges (o concubinas es-
tables), o los hijos nacidos seropositivos de 
una madre contagiada. Estos contagiados 
indirectos tienen derecho a la misma in-
demnización que los contagiados directos. 
Además, y conforme al derecho común de 
la responsabilidad civil, los próximos no 
contaminados ellos mismos, pero víctimas 
indirectas del drama vivido por un allegado 
o de su, tienen derecho a reclamar la cor-
respondiente indemnización de sus propios 
perjuicios reflejos. Se trata de una regla de 
perfecta aplicación en la Argentina (cf. 
nuestro trabajo: "Responsabilidad civil: legi-
timación activa "iure proprio" en caso de 
muerte de personas en el derecho francés y 
argentino", J.A. 1979-IV-699). 
111. El contenido de la indemnización 
previsto por dicha ley 
Recuerda asimismo Yvone Lambert-Fai-
vre, en el mencioado trabajo (p. 10 y ss.), 
que el procedimiento de indemnización es 
simple: la demanda debe ser dirigida por 
carta certificada con aviso de retorno. El 
Fondo no dispone sino de un plazo breve 
de tres meses para efectuar una oferta de 
indemnización. Tal ofrecimiento se notifica 
a su vez por carta certificada com aviso de 
retorno y en la misma forma debe hacerlo 
el demandante, haciendo saber su acepta-
ción o rechazo. La indemnización corres-
pondiente debe ser abonada dentro del mes 
siguiente a la aceptación de la oferta. 
El principio establecido por la ley es el 
de la reparación integral que limita la in-
demnización a la medida de los perjuicios 
sufridos, sin enriquecimiento. 
Los perjuicios de la víctima contagiada 
son los daños económicos patrimoniales 
que no presentan aquí ninguna especifici-
dad, y los perjuicios extrapatrimoniales fun-
damentales y considerables en la materia. Es 
decir, daño material y moral. Pero la ley pa 
agregado, por decirlo asi, una suerte de ter-
cer tramo en la reparación del daño .. Esto 
es, el denominado "perjuicio específico de 
contagio", sufrido por la víctima deJa sero-
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positividad, como consecuencia de la decla-
ración de la enfermedad. Asi dice la men-
cionada ley de neación del Fondo ad hoc 
de indemnización que: "El perjuicio perso-
nal y no económico de contaminación por 
el VIH cubre el conjunto de trastornos en 
las condiciones de existencia que entraña la 
seropositividad y el advenimiento de la de-
claración de la enfermedad. El perjuico es-
pecífico incluye, así, desde la fase de la 
seropositividad, todos los trastornos psíqui-
cos sufridos por el hecho del contagio por 
el VIH: reducción de la esperanza de vida, 
incertidumbre en cuanto al porvenir, temor 
por eventual1es sufrimientos físicos y mora-
les, aislamiento, perturbaciones de la vida 
familiar y social, perjuicio sexual y, en su 
caso, de procreación. Incluye además los 
diferentes perjuicios personales aparecidos 
o que aparecerán en la fase de la enferme-
dad declarada, sufrimientos duraderos, per-
juicio estético y el conjunto de los perjui-
cios consecutivos que le impidan gozar en 
plenitud de la vida". 
Como se ve, dicha norma se inscribe en 
el amplio propósito de protección de los 
denominados derechos personalísimos, que 
han adquirido gran trascendencia e impor-
tancia en los últimos tiempos, en los dife-
rentes países. 
En efecto, como lo pone especialmente 
de relieve el ilustre jurista y catedrático pe-
ruano Prof. Carlos Fernández Sessarego, co-
autor del Código Civil de su Patria del año 
1984, la tendencia más relevante del pensa-
miento científico-jurídico de la hora actual 
es aquella que, al adherir a la corriente per-
sonalista, considera a la persona como el 
bien o valor supremo del derecho y recono-
ce su rol central de protagonista del queha-
cer jurídico, dejando atrás una visión emi-
nentementre patrimonialista e 
individualista del derecho (Carlos Fernán-
dez Sessarego, Derecho y persona, Ediciones 
INEStA: Lima,.1990, p. 101). 
En este orden de ideas se ha señalado 
entre nosotros que los sentimientos ~más va-
riados se suceden en el damnificado infec-
tado por el SIDA: dolor, angustii, rechazo, 
cólera; depresión (cf. Patricia Stein y Maria 
Angélivca Jure, Responsabilidad civil por 
transmisión del Síndrome de Inmunodefi-
ciencia Adquirida (Sida) (entrega deJ.A. n2 
5771 del 8/4/1992). 
Se ha señalado asimismo en el derecho 
francés que a los fines de la evaluación del 
referido perjuicio deben tomarse en consi-
deración las evaluaciones judiciales. Por lo 
demás, en caso de no aceptación de un 
ofrecimiento efectuado por el Fondo, cabe 
un recurso por ante la Corte de Apelación 
de París. Al respecto, resulta importante se-
ñalar que la cifra de dos millones de francos 
franceses - aproximadamente unos 380.000 
dólares - ha sido tomada como referencia 
máxima en el caso de una víctima de con-
tagio del VIH, que tuviere 20 años de edad. 
La evaluación irá naturalmente disminuyen-
do a medida que aumenta la edad en la cual 
se hubiere producido el contagio y calcula-
da sobre la base de tablas de mortalidad. En 
efecto, el "perjuicio de abreviación· ·i:ie la 
vida", tomado en cuenta por l~ jurispruden-
cia, será así más elevado, cuanto más joven 
fuere la víctima. Dicho Fondo ha elaborado 
así una suerte de tabla indicativa de refe-
rencia que prevé una indemnización de 
1.614.000 francos a los treinta años; 
1.293.000 francos a los cuarenta; 988.000 
francos a los cincuenta; 711.000 francos a 
los sesenta; 461.000 francos a los setenta; 
256.000 francos a los ochenta ... 
Además, el Fondo ha considerado que 
una parte de la indemnización debía estar 
afectada diretamente a la víctima, la que 
recibe así las tres cuartas partes de dicha 
indemnización desde la comprobación de la 
seropositividad, lo que le permite disponer 
de dicho monto cuando aún tiene capaci-
dad para hacerlo. El cuarto restante de la 
indemnización, condicional, será pagado al 
pasar al denominado estadio IV (de acuerdo 
a la clasificación efectuada por la Organiza-
ción Mundial de la Salud, y más especifica-
mente, por el Centro de Control de Enfer-
medades Contagiosas: CDC, con sede en 
Atlanta (EE.UU.), durante el cual el pacien-
te presenta los síntomas clínicos de la en-
fennedad ya 'omproba<Ja fehacientemente. 
Asimismo, el Fondo, en caso de muerte de 
la víctima, abona a los herederos una suma 
en concepto de daño extrapatrimonial, muy 
inferior a aquella de la víctima sobreviviente. 
Debe .agregar-se que el mencionado Fon-
do ad hoc, al abonar la indemnización a la 
víctima del SIDA, tiene en cuenta asimismo 
el pago de otras indemnizaciones que ésta 
pudiere recibir, ya sea de la Seguridad Social 
o bien de otras fuentes, a los fines de hacer 
las deducciones correspondientes (art. 5º, 
ley del 31 de diciembre de 1991 ). 
Se ha criticado a esta ley por el hecho de 
que no haya previsto ningún procedimiento 
que permitiera al Fondo conocer indemni-
zaciones judiciales ya fijadas por los órga-
nos jurisdiccionales o juicios en trámite 
para log_rar aquellas, por parte de las vícti-
mas. Ello ha permitido a ciertas víctimas 
acumular las indemnizaciones judiciales a 
las del Fondo. Sobre el particular se consi-
dera particularmente un fallo dictado por 
la Corte de Apelación de París el 12 de 
marzo de 1993, donde quedó precisado que 
la referida indemnización del Fondo cons-
tituye una reparación integral de los perjui-
cios derivados del contagio del SIDA que 
no da derecho por tanto a ninguna otra 
indemnización de este género. 
Mas se ha re-cordado que en la sentencia 
dictada por el tribunal correccional de Pa-
rís, con fecha 23 de octubre de 1992, en el 
conocido caso "Garetta", donde hubieron 
vários cientos de personas contagiadas por 
el VIH por transfusiones sanguíneas, se re-
conoció derecho a idemnización por daño 
moral derivado directamente de la infra-
cción penal, que fue considerada como una 
verdadera "pena privada11 y por tanto distin-
ta al perjuicio de contagio propiamente di-
cho indemnizado por el Fondo (Larnbert-
Faivre, trab~ cit., ps. 20/21). 
IV. Los recursos judiciales previstos por 
la ley n2 91.1406/91 
De acuerdo al art. VIII de esta ley, la 
víctima dispone del derecho de accionar 
contra el Fondo en tres casos: cuando su 
demanda de indemnización ha sido recha-
zada, cuando ningún ofrecimiento le hubie-
re sido efectuado dentro del plazo legal y 
cuando ella misma hubiere rechazado el 
mencionado ofrecimiento hecho por dicho 
ente. En principio, el plazo para introducir 
este recurso es de dos meses. En rigor de 
verdad no se trata de un recurso de apela-
ción, toda vez que el Fondo no pertenece a 
la estructura judiciaria. Se trata simplemen-
te de un recurso de naturaleza jurisdiccio-
nal de primera y última instancia (salvo 
naturalmente recurso por ante la Corte de 
asación) contra el Fondo. La ley ha centra-
lizado todos estos recursos por ante la Cor-
te de Apelación de París. 
Pensamos puede hablarse en este caso de 
una suerte de competencia recursiva impro-
pia, como lo ha señalado la doctrina proce-
sal, en los distintos supuestos en que, en 
nuestro país, existe la posibilidad <;le acudir 
a la justicia contra decisiones adversas de 
entes administrativos o autárquicos (v. gr.: 
Cajas de jubilaciones, dependencias del Re-
gistro del Estado Civil de las Personas, Re-
gistros de la Propriedad, etc.). 
la mencionada Corte de Apelación de 
París, conforme se ha señalado precedente-
mente, ha determinado así la existencia del 
referido perjuicio específico de contagio, 
sus bases de evaluación y su afectación res-
pecto de las tres cuartas partes, durante el 
período de la seropositividad y el último 
cuarto de la indemnización, diferido para 
el período de la enfermedad ya declarada. 
Por su parte, al artículo IX de la ley 
francesa del 31 de diciembre de 1991, ha 
previsto la posibilidad de un recurso subroga-
torio a favor del Fondo, en razón de la 
indemnización abonada a la víctima, contra 
las personas responsables del daño (o sus 
aseguradores), pero solamente si el daño es 
imputable a culpa. O dicho en otras pala-
bras, por aplicación de la doctrina de la 
causalidad adecuada tal recurso unicamente 
puede ser intentado por el Fondo contra el 
responsable al cual puede imputarse especí-
ficamente el daño de contagio del SIDA. 
Dicha posibilidad de'-que el Fondo se 
subrogue a la víctima a los fines de accionar 
contra el responsable del perjuicio es co-
mún a los distintos Fondos de garantía que 
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funcionan en Francia. Así, en lo que respec-
ta al Fondo para hacer frente a los daños 
derivados de los accidentes de tránsito, ello 
está previsto de modo expreso por el art. L. 
420-3, parágrafo 1 º, del Código de Seguros 
(cfr.: Fran~ois Chabas, Le droit des acci-
dents de la circulation, Litec-Gazette du Pa-
lais, París, 1988, p. 221. 
Puntualiza Yvonne Lambert-Faivre, en el 
referido trabajo, que en lo que concierne a 
los establecimientos de transfusión sanguí-
nea. el recurso debería buscar, más allá de 
una responsabilidad objetiva, la culpa efec-
tivamente cometida por el responsable, toda 
vez que no 'resulta evidente cual es la fecha 
que corresponde comenzar a computar en 
este ámbito a los fines de atrapar la conse-
cuente responsabilidad: ¿el conocimiento 
de la transmisión del SIDA a través de la 
transfusión sanguínea por parte de la comu-
nidad científica (1983,1984), o las fechas 
relativas a la reglamentación francesa, ya sea 
agosto de 1985 para la detección del virus 
del SIDA entre los donantes u octubre de 
1985 referida al calentamiento de los pro-
ductos sanguíneos? 
Es posible que solamente las transfusio-
nes no ajustadas a la pertinente reglamenta-
ción, posteriores a 1985, esto es, incon-
testablemente "culposas", serán las que 
darán lugar a las indemnizaciones corres-
pondientes (trab. cit., ps. 22/23). 
Al respecto se ha recordado en el trabajo 
de Fran~oise Memmi, "Sida et responsabili-
té civile", aparecido en la "Gazette d4 Pa-
lais" de París, de fecha 25-27 de abril de 
1993, (p.5), que si bien la Corte de Casación 
de Francia todavía no se había pronunciado 
al respecto, no obstante haberse pla,nteado 
ante la misma numerosos recursos en esta 
materia, resultaba interesante tener en cuen-
ta que la Corte de Apelación de París en un 
conocido pronunciamiento del 28 de no-
viembre de 1991, había responsabilizado al 
establecimiento de transfusión sanguínea 
por haber suministrado sangre conteniendo 
el virus del SIDA, en razón de que en tal 
caso se estuvo frente a la inejecución de una 
obligación de resultado nacida del contrato: 
la de entregar sangre exenta de vicio. 
En este orden de ideas, también se sostu-
vo en el referido trabajo de Patricia Stein y 
Maria Angélica Jure, que tanto el laborató-
rio, fabricante del medicamento, como el 
gran proveedor de productos farmacéuticos 
(la droguería); el farmacéutico (fabricante, 
vendedor mayorista y minorista de medica-
mentos para el consumo y uso), son respon-
sables objetivamente por los menoscabos 
causados, al haber introducido en el merca-
do una fuente potencial susceptible de 
transmitir el SIDA (entrega de J.A. del 8 de 
abril de 1992). 
Finalmente, cabe recordar que la mencio-
nada ley francesa del 31 de diciembre de 
1991 prevé la posibilidad de intervención 
del Fondo por ante las jurisdicciones repre-
sivas, fundamentalmente, a fin de evitar la 
subrogación que pudiere resultar de una 
condena por culpa. Así lo hizo en el referi-
do proceso "Garetta", que se desarr-olló en 
1992, por ante el tribunal correccio~'al de 
París (Lambert-Faivre, trab, cit,. p. 23). 
A través de estas líneas hemos procurado 
reflejar los aspectos fundamentales relativos 
a la organización, funcionamiento y fines 
del mencionado Fondo ad hoc creado en 
Francia, con el propósito de efectuar un 
modesto aporte en orden a difundir un an-
tecedente que nos parece de interés en la 
necesidad impostergable de arbitrar todos 
los medios preventivos y de asistencia enca-
minados a combatir el terrible flagelo del 
SIDA que también golpea a la comunidad 
argentina, brasileña y de otros países de 
América. 
V. Conclusiones 
Procurando sintetizar lo expuesto en los 
párrafos precedentes, caben a nuestro juicio 
las siguientes conclusiones: 
1º) La ley argentina 23798 del 20 de se-
tiembro de 1990 declara de interés nacional 
a la lucha contra el Síndrome de Inmuno-
deficiencia Adquirida (SIDA). 
2º) En Francia, a través de la ley nº 91-
1406 del 31 de diciembre de 1991, se ha 
creado un Fondo ad hoc de indemnización 
directa a favor de las víctimas de contagio 
del SIDA por transfusiones sanguíneas o 
con motivo del suministro de productos 
sanguíneos. 
3º) Dicho Fondo ad hoc es alimentado 
por las contribuciones de los aseguradores 
y reaseguradores de todo el país. 
4º) A los fines de la indemnización di-
recta a abonar por dicho Fondo, es menes-
ter que el contagio haya sido imputable a la 
transfusión, ya sea en forma directa o indi-
recta. 
5º) El principio establecido por dicha ley 
nº 91-1406/91 es el de la reparación integral 
que limita la indemnización a la medida de 
los perjuicios sufridos, sin enriquecimiento 
alguno. 
6º) Dicho Fondo indemniza daño mate-
rial, daño moral y el denominado "perjuicio 
específico de contagio" que ostenta cierta 
autonomía respecto de los anteriores. , 
7º) La referida ley del 31 de diciembre de 
1991 ha previsto la posibilidad de deduc-
ción de dos recursos judiciales: uno a favor 
de la víctima contra el Fondo y otro de 
subrogación a favor de este contra los res-
ponsables del daño derivado del contagio. 
8º) El Fondo está autorizado para tomar 
intervención por ante las jurisdicciones re-
presivas. 
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